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Expediente Judicial N.° 00380-2023-13-5001-JR-PE-02 
Especialista de Sala: Evelyn Corali Malpartida Blas 
 

 
 

AUTO DE APELACIÓN DE EXCEPCIÓN DE 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL 

 
RESOLUCIÓN NÚMERO: DOCE 
 
Lima, doce de mayo de dos mil veinticinco.  
  
I.- AUTOS Y VISTOS:  

Es materia de grado los recursos de apelación interpuestos, a su turno 
por la Segunda Fiscalía Penal Supraprovincial Especializada en Derechos 
Humanos e Interculturalidad y por la Procuraduría Pública Adjunta  
Especializada en Delitos de Terrorismo, contra la resolución n.° 24 de fecha 10 
de diciembre de 2025 por la que se declara fundada la excepción de 
prescripción de la acción penal, en el extremo del delito de terrorismo agravado 
tipificado en los numerales 2 y 3 de la Ley 25475 en agravio del Estado. En los 
seguidos contra Víctor Alfredo Polay Campos por la presunta comisión de los 
delitos de homicidio calificado, previsto en el texto originario del artículo 108 
numeral 3 del Código Penal, en el contexto de grave violación de los derechos 
humanos, en concordancia con el artículos 7 literal “a” del Estatuto de Roma, en 
agravio de Max Pérez Velásquez, Humberto Mendoza Rojas, Charles 
Cuggemver Piedra Acha, Rafael Valeriano Gonzales Mendizabal, Jaime Orbe 
García, Cesar Marcelino Carbajal Aliaga, Raúl Chumbre Rodríguez y NN Jhony 
Achuy; y, por el delito de terrorismo agravado tipificado en los artículos 2 y 3 

Sumilla: Revoca apelada y reformándola se declara 
improcedente excepción: Si bien la resolución venida en grado 
presenta vicios de validez derivados de la omisión del juez de 
primera instancia de examinar una premisa esencial de la 
imputación fiscal —esto es, la configuración de un supuesto de 
concurso ideal entre los delitos de homicidio calificado y terrorismo 
agravado—, no resulta procesalmente viable para este Colegiado 
declarar su nulidad y disponer la emisión de un nuevo 
pronunciamiento. Ello, en atención a que han operado los efectos 
propios de la preclusión procesal y rige la prohibición de retrotraer 
el proceso a etapas ya superadas. 

Por consiguiente, corresponde revocar la resolución apelada y, 
reformándola, declarar improcedente la excepción de prescripción 
deducida, dejando a salvo el derecho de los excepcionantes para 
hacer valer nuevamente dicho medio técnico de defensa durante el 
juicio oral, de estimarlo pertinente a sus intereses. 
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literal “a” párrafo 1 y 2 de la Ley 25475; en agravio del Estado. Interviene como 
ponente el magistrado juez superior José Odicio Bueno. 
II.- ANTECEDENTES: 

2.1. Mediante el escrito con ingreso N.º 51584-2025, presentado en fecha 11 de 
noviembre de 2025, la defensa técnica de Víctor Alfredo Polay Campos 
deduce excepción de prescripción respecto del delito de terrorismo 
agravado; solicitando se declare fundada la misma y consiguientemente el 
sobreseimiento definitivo y el archivo de esta causa; con loa fundamentos, 
medularmente, siguientes: 

a) Conforme la acusación del 31 de enero de 2025 se imputa al acusado Víctor Alfredo Polay 
Campos y otros, como autores mediatos del delito de terrorismo agravado, contenido en 
cuatro hechos; hecho 01 denominado “Las Gardenias” de fecha 31 de mayo de 1989, hecho 
02 denominado “Fransua” de fecha 30 de septiembre de 1990; hecho 03 denominado 
“Silvano Vela Carbajal” de fecha agosto de 1991 y hecho 04 denominado “Pacharaco” de 
fecha 12 de julio de 1992 1. 

b) Asimismo, la tesis fiscal se centra en la existencia de un delito continuado dentro de un 
concurso real de delitos; con ello, el último hecho supuestamente sucedido fue de fecha 12 de 
julio de 1992, por ello adecúa a la Ley n.° 25475 publicado el 06 de mayo de 1992, cuya pena 
para el delito es cadena perpetua. 

c) Conforme al principio de temporalidad regido por el artículo 6 del Código Penal, al supuesto 
fáctico del 12 de julio de 1992 le es aplicable el texto originario del artículo 80 del Código 
penal de 1991 cuyo plazo ordinario máximo de prescripción es de 20 años. Asimismo, se 
encontraba vigente el artículo 83 del Código penal, que estableció la interrupción del plazo 
por actuaciones del Ministerio Público, en cuyo caso, el plazo de prescripción se extendía en 
una mitad, esto es, 30 años. 
Por otro lado, el artículo 82 estableció que en casos de delito continuado, el plazo de 
prescripción empieza a correr desde el día en que terminó la actividad delictuosa, en el 
presente caso, desde el 12 de julio de 1992. 
Siendo así, desde el 12 de julio de 1992 en el plazo ordinario, los hechos han prescrito el 13 
de julio de 2012, ya que la primera interrupción del plazo producto de la actuación del 
Ministerio Público ocurrió el 25 de julio de 2018 que amplía investigación preliminar, 
emitida después del vencimiento del plazo de prescripción, ya que la interrupción opera solo 
si la intervención fiscal acontece antes del vencimiento del plazo. 

d) Aun en la hipótesis más favorable a la fiscalía de aplicación del plazo extraordinario de 30 
años (más la mitad) el máximo absoluto se agotó el 13 de julio de 2022, por lo que la 
persecución en este extremo deviene en jurídicamente imposible.  Inclusive ello 
contravendría lo dispuesto en el artículo 339.1 del Código Procesal Penal, que establece que 
es la formalización de la investigación preparatoria la que genera la interrupción del plazo 
de prescripción, la misma que en el presente caso, se ha dado en fecha 18 de agosto de 2023 
mediante Disposición n.° 06-2023. 

 

 
1 Asimismo, por esos mismos hechos la fiscalía ha imputado la presunta comisión del delito de homicidio 
calificado – artículo 108.3 del Código Penal, en contexto de grave violación a los derechos humanos. 
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2.2. Mediante resolución N.° 24 de fecha 10 de diciembre de 2025 el juez del 
Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional declara fundada 
la excepción de prescripción planteada y prescrita la acción penal por el 
delito de terrorismo agravado; los fundamentos son, medularmente, los 
siguientes: 
a) Las normas relativas a la prescripción de la acción penal son norma de derecho penal material, 

no por su ubicación sistemática sino porque importa la renuncia del Estado a continuar 
ejerciendo la acción penal por el trascurso del tiempo (Casación n.° 3202-2022-Arequipa y 
recurso de Nulidad n.° 616-2020-Puno). A dicho efecto, se encuentra prohibida la aplicación 
benigna de la ley penal, cuando ésta perjudique al reo.  

b) El artículo 7 del Estatuto de Roma, establece los presupuestos para que una conducta pueda 
ser calificada como de lesa humanidad, refiriendo a un ataque generalizado y sistemático 
dirigido a una población civil; lo que importa la comisión de múltiples crímenes de 
conformidad con una política del Estado o de una organización; para cuyo efecto se aplica el 
test de generalización y sistematicidad, además del elemento contextual que excluye los actos 
aislados o fortuitos. Sin embargo, tanto el estatuto como la normatividad interna tipifica al 
terrorismo como delito de lesa humanidad y por tanto imprescriptible; lo que si se regula las 
manifestaciones concretas de dicha lesión como asesinato, exterminio, esclavitud, desaparición 
forzada, violación, apartheid, entre otras. 

c) El último hecho imputado data del 12 de julio de 1992, fecha en que se encontraba vigente el 
artículo 80 del Código penal en su versión originaria que establecía el plazo de prescripción de 
los delitos, sin excepción, de 20 años, en consecuencia el plazo máximo para iniciar 
investigación fue el 12 de julio de 2012, no obstante la disposición de formalización de la 
investigación preparatoria señala que la denuncia de la procuraduría fue presentada el 22 de 
julio de 2016 y el 15 de agosto de 2016 se apertura investigación preliminar , formalizándose 
el 18 de agosto de 2023, es decir, más de cuatro años después de haber operado la prescripción 
ordinaria, incluso la denuncia misma fue presentada fuera de los 20 años. 

d) El A quo hace extensivo los efectos de la prescripción de la acción a todos los procesados que se 
encuentren en la misma situación jurídica, extendiéndose la misma a los demás procesados por 
estar siendo investigados por los mismos hechos. 

e) Respecto de la pretensión civil, la misma continúa vigente respecto al delito de asesinato.   

 
2.3. La Fiscalía apela la resolución, solicitando se revoque la misma y 

reformándola se declare infundada la excepción de prescripción 
planteada, a dicho efecto, expresa los siguientes agravios: 
 

i. El A quo realizó un análisis restrictivo  e incompatible, respecto del catálogo de delitos que 
vulneran normas IUS COGENS, considerando que solo existe un catálogo reducido, 
centrándose en determinar que el delito de terrorismo no es un crimen internacional, 
confundiendo los términos crímenes internacionales de la categoría de “Grave violaciones a 
los Derechos Humanos”; excluyendo al delito de terrorismo del régimen de 
imprescriptibilidad derivados de normas, por no encontrarse previsto en el Estatuto de 
Roma. 

ii. La Resolución recurrida, ha omitido analizar la naturaleza de los hechos imputados como 
graves violaciones de Derechos Humanos, incumpliéndose el deber de control de 
convencionalidad, al prescindir de la aplicación directa de los estándares del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. 
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iii. En audiencia, expresa que el A quo  se equivoca al aplicar el estatuto de Roma y analizar la 
calificación de los hechos como de lesa humanidad, cuando la imputación fiscal se centra en 
la contextualización de los hechos como grave violación a los derechos humanos; y, es que el 
terrorismo incide en la afectación de derechos humanos como la vida, la libertad, la 
integridad, la identidad de género; por lo que, le es aplicable las normas del ius cogens y por 
tanto la imprescriptibilidad de dichos delitos. En ese sentido, los hechos imputados son 
cuatro, los mismos que reúnen las condiciones de ser ataques sistemáticos y reiterados 

 
2.4. Asimismo, la procuraduría también presentó apelación contra la 

resolución n.° 24 solicitando se revoque la misma y reformándola se 
declare infundada la excepción de prescripción, con base a los 
fundamentos, medularmente, siguientes: 

a) El A quo ha realizado una incorrecta interpretación del Derecho Internacional, al confundir que 
el delito de terrorismo no es un crimen internacional, y no analizar correctamente que al delito 
de Terrorismo si le puede alcanzar la calificación complementaria de grave violación a los 
derechos humanos, tal cual esta formulada al delito de homicidio; teniendo en cuenta los tres 
tópicos referidos a la naturaleza de la tipificación complementaria, unidad de imputación y 
Terrorismo en el contexto de grave violación a los derechos humanos – lesa humanidad. Aspectos 
que se circunscriben a determinar, la imprescriptibilidad del delito de terrorismo atribuido por su 
calidad o naturaleza de lesa humanidad. 

b) La tipificación de grave violación a los derechos humanos tiene naturaleza declarativa y está 
relacionada con la evidenciación del cumplimiento de las obligaciones internacionales adoptadas 
por el Estado peruano; no se trata de una imputación de naturaleza penal que requiera ser 
contextualizada en la imputación fiscal. 

c) El MRTA tuvo una política de limpieza social que se trasuntó en el ataque sistemática a 
poblaciones vulnerables como adictos a las drogas, homosexuales, delincuentes, entre otros. 

d) Advierte la unidad de la imputación fiscal; en el sentido que, el delito imputado de asesinato ha 
sido considerado en el contexto de graves violaciones a los derechos humanos, calificación que, 
por unidad de imputación, alcanza a la imputación por el delito de terrorismo.  

 
2.5. Concedidos los recursos se elevaron los autos a esta Sala Penal de 

Apelaciones Nacional, la que emitió las resoluciones 06 del 05 de marzo 
de 2026 y 08 del 16 de marzo de 2026, por las que se declaran bien 
concedidos los recursos y se señalan fecha para la correspondiente 
audiencia de apelación, la cual se desarrolló mediante el sistema Google 
meet con la asistencia de las partes legitimadas.  
En ese sentido, conforme a su estado, corresponde emitir resolución 
absolviendo el grado.  

 
III.- CONSIDERACIONES: 

PRIMERO. - Marco Normativo 

1.1. La excepción de prescripción de la acción: 
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A) La excepción de prescripción se encuentra regulada en el numeral 1, 
inciso e), del artículo 6° del Código Procesal Penal, y puede deducirse 
“cuando, por el vencimiento de los plazos señalados por el Código Penal, se haya extinguido la 

acción penal o el derecho de ejecución de la pena”. 

De ser amparada dicha excepción, conforme al inciso 2 del artículo antes 
citado, el proceso será sobreseído definitivamente; asimismo, se 
producirán los efectos de cosa juzgada, de acuerdo con lo prescrito en el 
artículo 139°, inciso 13, de la Constitución Política del Perú. 

B) Por su parte, el artículo 80° del Código Penal establece que la acción 
penal prescribe en un plazo igual al máximo de la pena prevista por la 
ley para el delito, cuando esta sea privativa de libertad. En caso de 
concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente, 
conforme al plazo previsto para cada uno de ellos. En caso de concurso 
ideal de delitos, las acciones prescriben una vez transcurrido un plazo 
igual al máximo correspondiente al delito más grave. 

Asimismo, la prescripción no podrá exceder de veinte años. Tratándose 
de delitos sancionados con pena de cadena perpetua, la acción penal se 
extingue a los treinta años. En los delitos reprimidos con penas distintas 
a la privativa de libertad, la acción prescribe a los dos años. 

Finalmente, en los casos de delitos cometidos por funcionarios o 
servidores públicos contra el patrimonio del Estado o de organismos 
sostenidos por este, así como en aquellos cometidos en calidad de 
integrantes de organizaciones criminales, el plazo de prescripción se 
duplica. 

C) Consiguientemente, la prescripción es una institución que limita el poder 
punitivo del Estado. Si bien extingue la responsabilidad criminal 
fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos, su 
fundamento "radica más en razones de seguridad jurídica que en consideraciones de justicia 

material" 2, Es el propio Estado el que se verá privado de perseguir a un 
sujeto, al haber quedado extinguida la responsabilidad penal. "Lo que se 

prescribe no es la acción penal para perseguir el delito sino el delito mismo"3. Al respecto 
conviene precisar que, con la prescripción de la acción penal, el Estado 
pierde su facultad punitiva y, con ello, la posibilidad de investigar y 
sancionar. 

 
2 UÑOZ CONDE Y GARCÍA ARÁN. Derecho Penal. Parte General. Octava edición. Valencia: Tirant lo 
Blanch, 2010, p. 404 
3 SSTC español 63/2005 de 14 de marzo 
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D) En el Perú, la prescripción de la acción penal posee relevancia 
constitucional, en tanto se encuentra vinculada con el contenido del 
derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, el cual forma parte 
del derecho fundamental al debido proceso. Se trata de una institución 
inspirada en el principio pro homine. La ley penal material atribuye a la 
acción penal una función preventiva y resocializadora, mediante la cual 
el Estado autolimita su potestad punitiva. Esta finalidad se sustenta en la 
necesidad de que, transcurrido cierto tiempo, “se elimine toda incertidumbre 

jurídica y se abandone el castigo de quien lleva mucho tiempo viviendo honradamente, 

consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica”4. Asimismo, constituye 
una frontera del derecho penal material, en tanto “el proceso no puede tener una 

duración indefinida sobre situaciones jurídicas expectantes” 5. 

E) La institución en mención se encuentra vinculada al tipo de pena, a la 
gravedad del hecho y, en algunos casos, a las características particulares 
del sujeto agente, como ocurre cuando concurre la responsabilidad 
restringida. 

Los artículos 80° y 83° del Código Penal peruano establecen los plazos de 
prescripción ordinaria y extraordinaria, respectivamente. La 
prescripción ordinaria opera en un tiempo igual al máximo de la pena 
conminada, cuando esta es privativa de libertad, cuyo límite máximo es 
de veinte años; mientras que la prescripción extraordinaria opera en un 
plazo equivalente al de la prescripción ordinaria más la mitad de dicho 
término. 

1.2. Nulidad de actuaciones procesales: 

a) La nulidad regulada en nuestro ordenamiento procesal civil en los 
artículos 171° al 177° del Código Procesal Civil, de aplicación supletoria 
al proceso penal,  conforme a su Primera Disposición Complementaria y 
Final, constituye un instrumento de última ratio y solo debe aplicarse 
cuando se advierta una infracción insubsanable de algún elemento 
esencial del acto procesal o cuando se vulnere alguno de los principios 
que integran el debido proceso. En efecto, la nulidad es la sanción 
mediante la cual se priva a un acto jurídico procesal de sus efectos 
normales, y se declara cuando se ha afectado la forma establecida por la 
ley, comprendiendo ello tanto la estructura y el modo de exteriorización 
del acto, como el orden que le corresponde dentro del desarrollo de la 
relación procesal. 

 
4 STC 02407-2011-PHC/TC, f.2 
5 Acuerdo Plenario N.° 1-2010/CJ-116. 
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b) El Tribunal Constitucional, en la STC 2689-2004-AA/TC, respecto del 
derecho al debido proceso, ha señalado lo siguiente: “Conforme reiteradamente 

lo ha señalado este Tribunal, el artículo 139°, inciso 3), de la Constitución establece, como 
principio de la función jurisdiccional, la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional, 
el cual no solo se limita a las formalidades propias de un procedimiento judicial, sino que se 
extiende a los procedimientos administrativos sancionatorios. En tal sentido, cualquier actuación 
u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea este administrativo (...) o 

jurisdiccional, debe respetar el debido proceso (...)”. El debido proceso tiene por 
función asegurar los derechos fundamentales consagrados en la 
Constitución, dando a toda persona la posibilidad de recurrir a la justicia 
para obtener tutela jurisdiccional de los derechos individuales, a través 
de un procedimiento legal, en el que se dé oportunidad razonable y 
suficiente de ser oído, de ejercer el derecho de defensa de producir 
pruebas y de obtener una sentencia que decida la causa dentro de un 
plazo preestablecido por la ley.  

c) Por otro lado y correlacionado al debido proceso, el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, está reconocido en nuestro ordenamiento 
constitucional en el artículo 139 inciso 3, donde si bien aparece como 
principio y derecho de la función jurisdiccional, es claro que se trata de 
un derecho constitucional que en su vertiente subjetiva supone, en 
términos generales, un derecho a favor  de toda persona a acceder de 
manera directa  o  a través del representante ante los órganos judiciales, 
de ejercer los recursos y medios de defensa que franquea la ley, de 
obtener una decisión razonablemente fundada en derecho y finalmente, 
de exigir la plena ejecución de la resolución de fondo obtenida. 

d) Por otro lado, respeto a la motivación de las resoluciones, como 
componente del debido proceso, el artículo 139 numeral 5 de la 
Constitución 6 establece, como un principio de la función jurisdiccional la 
obligatoria motivación de las resoluciones judiciales como una garantía 
para el justiciable, por el cual puede conocer y asumir que la solución del 
caso controvertido que ataña a sus derechos e intereses, es consecuencia 
de un análisis fáctico como jurídico razonados y no de una arbitrariedad 

 
6 Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 

(…) 

5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los 
decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de 
hecho en que se sustentan. 

(…) 
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del juzgador; por lo que, una resolución judicial que no cumple dichos 
parámetros deviene en atentatoria no solo a la garantía constitucional 
referida sino al derecho al debido proceso y a la tutela jurisdiccional 
efectiva. 

Así, en el expediente n.º 00728-2008-HC/TC (Caso Giuliana Llamoja) el 
Tribunal Constitucional ha precisado que el contenido 
constitucionalmente garantizado del derecho a la motivación de las 
resoluciones judiciales queda delimitado en el sentido siguiente:  

a. Inexistencia de motivación o motivación aparente. Está fuera de toda duda que 
se viola el derecho a una decisión debidamente motivada cuando la motivación es 
inexistente o cuando la misma es solo aparente, en el sentido de que no da cuenta de las 
razones mínimas que sustentan la decisión o de que no responde a las alegaciones de las 
partes del proceso, o porque solo intenta dar un cumplimiento formal al mandato, 
amparándose en frases sin ningún sustento fáctico o jurídico. 
b.  Falta de motivación interna del razonamiento. La falta de motivación interna 
del razonamiento [defectos internos de la motivación] se presenta en una doble 
dimensión; por un lado, cuando existe invalidez de una inferencia a partir de las 
premisas que establece previamente el Juez en su decisión; y, por otro lado, cuando 
existe incoherencia narrativa, que a la postre se presenta como un discurso 
absolutamente confuso incapaz de transmitir, de modo coherente, las razones en las que 
se apoya la decisión. Se trata, en ambos casos, de identificar el ámbito constitucional de 
la debida motivación mediante el control de los argumentos utilizados en la decisión 
asumida por el Juez o Tribunal; sea desde la perspectiva de su corrección lógica o desde 
su coherencia narrativa. 
c.    Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas. El 
control de la motivación también puede autorizar la actuación del juez constitucional 
cuando las premisas de las que parte el Juez no han sido confrontadas o analizadas 
respecto de su validez fáctica o jurídica. Esto ocurre por lo general en los casos 
difíciles, como los identifica Dworkin, es decir, en aquellos casos donde suele presentarse 
problemas de pruebas o de interpretación de disposiciones normativas. La motivación se 
presenta en este caso como una garantía para validar las premisas de las que parte el 
Juez o el Tribunal en sus decisiones. Si un Juez, al fundamentar su decisión: 1) ha 
establecido la existencia de un daño; 2) luego, ha llegado a la conclusión de que el daño 
ha sido causado por equis, pero no ha dado razones sobre la vinculación del hecho con la 
participación de equis en tal supuesto, entonces estaremos ante una carencia de 
justificación de la premisa fáctica y, en consecuencia, la aparente corrección formal del 
razonamiento y de la decisión podrá ser enjuiciada por el juez [constitucional] por una 
deficiencia en la justificación externa del razonamiento del juez. (…) 
d.    La motivación insuficiente. Se refiere, básicamente, al mínimo de motivación 
exigible atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables para asumir que 
la decisión está debidamente motivada. Si bien, como ha establecido este Tribunal en 
reiterada jurisprudencia, no se trata de dar respuestas a cada una de las pretensiones 
planteadas, la insuficiencia, vista aquí en términos generales, sólo resultará relevante 
desde una perspectiva constitucional si es que la ausencia de argumentos o la 
“insuficiencia” de fundamentos resulta manifiesta a la luz de lo que en sustancia se está 
decidiendo. 
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e.  La motivación sustancialmente incongruente. El derecho a la debida motivación 
de las resoluciones obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las 
partes de manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin cometer, 
por lo tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del debate procesal 
(incongruencia activa). (…)  
f.   Motivaciones cualificadas. Conforme lo ha destacado este Tribunal, resulta 
indispensable una especial justificación para el caso de decisiones de rechazo de la 
demanda, o cuando, como producto de la decisión jurisdiccional, se afecta un derecho 
fundamental como el de la libertad. En estos casos, la motivación de la sentencia opera 
como un doble mandato, referido tanto al propio derecho a la justificación de la decisión 
como también al derecho que está siendo objeto de restricción por parte del Juez o 
Tribunal. 

e) La nulidad es un remedio procesal dirigida a cuestionar la falta de 
aptitud del acto procesal para producir sus efectos jurídicos, su 
aplicación supone una sanción de ultima ratio. En el ámbito doctrinario, 
Cesar San Martin Castro7 señala que “La nulidad es el remedio procesal que tiene 

lugar cuando el acto procesal judicial padece de una falta de aptitud para producir los efectos que 
le son propios, es decir, presenta un vicio o defecto que se lo impide y es causa de su invalidez”.  

La doctrina suele conceptualizar la nulidad procesal como el estado de 
anormalidad de un acto procesal debido a la ausencia o presencia 
defectuosa de los requisitos que condicionan su existencia regular, lo que 
determina la posibilidad de que sea declarado judicialmente nulo y/o 
inválido, ya sea de oficio o a pedido de parte. En este último supuesto, la 
nulidad se manifiesta mediante un medio impugnatorio dirigido contra 
actos procesales no contenidos en resoluciones, denominados remedios. 
No obstante, la nulidad también puede plantearse respecto de actos 
procesales contenidos en resoluciones judiciales, en cuyo caso puede 
configurarse como recurso. En esa línea, puede afirmarse que la nulidad 
procesal constituye un medio impugnatorio destinado a declarar la 
invalidez de un acto jurídico procesal o, incluso, de todo el proceso. 

f) La Corte Suprema de Justicia, a través de pronunciamientos reiterados 8, 
ha establecido los principios que rigen las nulidades procesales: principio 
de conservación de tal manera que la declaratoria de nulidad solo 
abarcará los actos afectados con el vicio dejando subsistentes aquellos 
independientes y no afectados en su validez; taxatividad, por el que la 
causal de nulidad invocada debe estar expresamente señalada en la ley o 
tratarse de la afectación de un aspecto medular o nuclear o esencial del 

 
7 SAN MARTÍN CASTRO, César. Derecho Procesal Penal. Lecciones. INPECCP/CENALES, Lima, 2015, pp. 1099-
1100. 
8 Casación n.° 2222-2021-Huaura y la Apelación n.° 101-2022-Puno. 
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acto, pudiendo ser material o formal; transcendencia, a través del cual se 
exige un agravio real9 descartándose las razones de nulidad meramente 
formalistas o por el hecho de la nulidad misma; se requiere que el 
perjuicio sea en nivel esencial que no existan otros mecanismos 
igualmente eficaces para salvaguardar el derecho del afectado o el vicio 
denunciado; convalidación, por el que no procederá una nulidad de un 
acto procesal, en el que el afectado haya aceptado o no haya impugnado 
expresa o tácitamente los efectos del acto; oportunidad, se deberá 
verificar que el solicitante de la nulidad.      
 

g) El Código Procesal Penal establece los supuestos concretos en los que se 
puede declarar la nulidad, su aplicación se encuentra sujeta al principio 
de taxatividad, también diferencia entre sus tipos: la nulidad relativa o 
convalidable y la nulidad absoluta. Respecto de esta última, es 
importante destacar que se constituyen en aquellos vicios graves que no 
pueden ser objetos de convalidación y afectan el debido proceso –
principio de trascendencia- frente a ello, la parte procesal afectada puede 
instar la nulidad o el propio órgano judicial de oficio cuando conozca el 
vicio puede estimar la misma.  

 
El artículo 150 del Código Procesal Penal establece las causales de 
nulidad absoluta:  

“Artículo 150.- Nulidad absoluta 
No será necesaria la solicitud de nulidad de algún sujeto procesal y podrán ser declarados 
aun de oficio, los defectos concernientes: 

a) A la intervención, asistencia y representación del imputado o de la ausencia de su 
defensor en los casos en que es obligatoria su presencia; 

b) Al nombramiento, capacidad y constitución de Jueces o Salas; 
c) A la promoción de la acción penal, y a la participación del Ministerio Público en las 

actuaciones procesales que requieran su intervención obligatoria; 
d) A la inobservancia del contenido esencial de los derechos y garantías previstos por la 

Constitución.” 
 

h) Como hemos manifestado anteriormente, la motivación de las 
resoluciones judiciales constituye una garantía esencial del debido 
proceso y de la tutela jurisdiccional efectiva, conforme a lo previsto en el 
artículo 139 inciso 5 de la Constitución Política del Perú. Dicha exigencia 
impone al órgano jurisdiccional el deber de expresar, de manera clara, 
suficiente, lógica y coherente, las razones de hecho y de derecho que 
sustentan la decisión adoptada. En ese sentido, la motivación no se 

 
9 Se da cuenta del adagio “no hay nulidad sin agravio”. 
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satisface con la mera enunciación de normas legales ni con la simple 
descripción del contenido de los medios probatorios actuados, sino que 
exige un verdadero ejercicio de razonamiento jurídico que permita 
comprender cómo el juzgador arriba a sus conclusiones, particularmente 
cuando la decisión se sustenta en la valoración probatoria o en 
razonamientos de carácter indiciario. 
 
La jurisprudencia constitucional ha precisado que se incurre en vicio de 
motivación cuando la resolución judicial presenta ausencia de 
motivación, motivación aparente, insuficiente, contradictoria o 
manifiestamente ilógica; supuestos que configuran una decisión 
arbitraria, en tanto impiden a las partes conocer las razones reales que 
justifican el fallo y obstaculizan su adecuado control en sede 
impugnatoria. Tales defectos de motivación guardan una relación directa 
con la nulidad de la sentencia, pues cuando estos resultan trascendentes 
y determinantes en el sentido de la decisión, se produce una vulneración 
del derecho de defensa y del debido proceso, al privarse a las partes de 
una resolución debidamente fundada. En estos casos, la sentencia carece 
de validez constitucional y legal, al no cumplir con uno de sus requisitos 
esenciales. 
 
No obstante, debe precisarse que no todo defecto formal en la 
motivación genera necesariamente la nulidad de la resolución; para ello, 
es indispensable que el vicio advertido tenga incidencia directa en la 
decisión final o que afecte derechos fundamentales de las partes. En 
consecuencia, cuando se verifica que la sentencia impugnada adolece de 
errores graves de motivación que impiden conocer el razonamiento 
seguido por el órgano jurisdiccional para sustentar el fallo, corresponde 
declarar su nulidad, a fin de restablecer las garantías del debido proceso 
y asegurar una correcta administración de justicia. 

 
SEGUNDO. Delimitación del pronunciamiento de la Sala de Apelaciones  
 
2.1. Con base en los agravios postulados en los recursos de apelación escritos, 

y lo debatido en audiencia, corresponderá analizar los agravios 
formulados tanto por la fiscalía como por la procuraduría, como apelantes; 
y, de ser fundados los mismos, atendiendo a la similitud de sus 
fundamentos, corresponderá revocar la resolución apelada y declarar 
infundada la excepción de prescripción de la acción deducida, conforme 
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ha sido postulado los apelantes; en caso contrario, corresponderá 
confirmarla, como ha sido solicitado las defensas de los procesados. 
 

2.2. Sin perjuicio de lo anterior, de encontrar vicios insubsanables no 
advertidos por las partes apelantes, haciendo uso de la facultad nulificante 
de oficio 10, que concede la ley a los tribunales revisores que conocen en 
grado de apelación, es posible declarar la nulidad de la resolución apelada 
en dos supuestos: el primero, establecido en el artículo 409.1 del CPP 
(parte final) respecto a los actos procesales que tengan vicios que 
conlleven a una nulidad absoluta, en cuyo supuesto, de conformidad con 
el artículo 150 del CPP, no será necesaria la solicitud de nulidad de algún 
sujeto procesal y podrán ser declarados aun de oficio, los siguientes 
defectos “i) A la intervención, asistencia y representación del imputado o de la ausencia de su 

defensor en los casos en que es obligatoria su presencia; ii) Al nombramiento, capacidad y 
constitución de Jueces o Salas; iii) A la promoción de la acción penal, y a la participación del 
Ministerio Público en las actuaciones procesales que requieran su intervención obligatoria; iv) A la 

inobservancia del contenido esencial de los derechos y garantías previstos por la Constitución”; y 
el segundo, cuando la declaratoria de nulidad esté vinculada a actos 
procesales conexos al objeto de impugnación. 

 
TERCERO.-  Pronunciamiento de la Sala Penal de Apelaciones:  
 
3.1. A efectos de analizar la resolución venida en grado, corresponde, en 

primer término, identificar los hechos materia de imputación fiscal. En tal 
sentido, se advierte que el Ministerio Público ha formulado una 
imputación fáctica concreta respecto de cuatro hechos, los cuales se 
describen a continuación: 
 

1. HECHO 01. Cumpliendo los lineamientos, el 31 de mayo de 1989, un grupo de 
integrantes del Movimiento Revolucionario Túpac Amaru MRTA, liderado por Lino 
Humberto Manrique Tuya [jefe del Comando Nor Oriental] ingresaron al Bar discoteca 
“Las Gardenias” ubicada en el AA HH ‘9 de abril’ de la ciudad de Tarapoto San 
Martin, bar clandestino donde frecuentaban homosexuales y transexuales retiraron a la 
fuerza a ocho personas :Max Pérez Velásquez, Humberto Mendoza Rojas, Charles 
Cuggemver Piedra Acha, Rafael Valeriano Gonzales Mendizabal, Jaime Orbe García, 
Raúl Chumbe Rodríguez, NN (Jhony Achuy), Adrián Otoniel López Pacheco, Cesar 
Marcelino Carbajal Aliaga, quienes fueron ejecutados con disparos de armas de fuego. 
Acción que luego de ocho días fue reivindicado por el MRTA en el seminario “Cambio” 
en la edición del 08 de junio de 1989. 

2. HECHO 02. El 30 de setiembre de 1990, periodo en que Sistero Gracia Torres 
[comandante Ricardo], era jefe del Comando Nor Oriental, secuestrarios y asesinaron a 

 
10 Cfr. Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, Casación N.º 413-2014/Lambayeque, Lima: 07 de abril 
de 2015, fundamento trigésimo tercero y trigésimo cuarto. 
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Luis Alberto Pinchi Vásquez, conocido como “Fransua” transexual y peinador de la 
localidad de Tarapoto. 

3. HECHO 03. En agosto de 1991, en horas de la mañana, integrantes del MRTA11, 
secuestraron y dieron muerte al Silvano Vela Carbajal con disparos de armas de fuego. 
La víctima era un homosexual de la localidad de Sisa. Uno de los integrantes de este 
comando militar fue Hiter o Iter Salas Tuanama, quien habría sido el autor material de 
los disparos. 

4. HECHO 04. El 12 de julio de 1992, aproximadamente a las 5:00 horas, miembros del 
MRTA, dieron muerte a Salomón Pérez Armas o “Pacharaco” quien era conocido 
homosexual de la zona, a quien lo retiraron de la vivienda de una amiga, para luego ser 
hallado sin vida en una zanja del Puente Paychuma que colinda con el aeropuerto de 
Tarapoto. 12 

 
3.2. En concordancia con la descripción fáctica antes reseñada y atendiendo a 

la pluralidad de hechos atribuidos a los procesados, en su condición de 
dirigentes y cabecillas de la organización terrorista MRTA; el Ministerio 
Público ha calificado jurídicamente tales conductas como constitutivas de 
un delito continuado, previsto en el artículo 49 del Código Penal. 

En efecto, la tesis fiscal sostiene que los hechos imputados constituirían 
comportamientos homogéneos, típicos y ejecutados sucesivamente en el 
tiempo, los cuales habrían infringido una misma norma jurídica y 
respondido a una única resolución criminal. Bajo dicha premisa, de 
acreditarse tales extremos en un eventual juicio oral, correspondería 
imponer la pena prevista para el delito más grave, la cual, según la 
imputación fiscal, sería la de cadena perpetua. 

Del análisis de la imputación formulada por el Ministerio Público se 
aprecia que los cuatro hechos descritos presentan un elemento común: 
habrían sido ejecutados en el marco de la implementación de una política 
denominada “limpieza social” atribuida al MRTA, mediante la cual se 
habría pretendido eliminar a personas consideradas por dicha 
organización como “lacras sociales”, entre ellas consumidores de drogas, 
homosexuales, personas catalogadas como de “mal vivir” y delincuentes. 

En ese contexto, la fiscalía atribuye que las víctimas de los hechos antes 
descritos compartían tales características, particularmente su condición de 

 
11 Conformada por:  Hitler O Iter Salas Tuanama, Elio Barbaran Tapullima,  Abel  Pinedo Valles, Nelson 
Sajami Tuanama Y Román Sinarahua Tuanama, Darwin Tuanama, Winter  Tuanama Sajami, Elmer  
Reategui Tapullima,  Eberbe  Sabi Tuanama, Girineldo  Tuanama,  Javier  Sajami Tuanama, Octavio 
Tuanama, Brito Sangama  Tapullima,  Nelson Sajami Tuanama,  Rodolfo Tuanama, Alfonso Tuanama,  
Amilcar Sinarahua Lumba, Roman Tuananama Sinarahua, Maximiliando Sinarahua Lumba,  Zacarias 
Satalaya Tuanama (F)  Los Conocidos Como  Lesbino, Javier, Elmer Reategui, Edy Tuanama Tapullima, 
Godofredo Lumba, Darwin Sajami.  
12 Fuente: Resolución n.° 4 del 05 de diciembre de 2025 emitido por el Segundo Juzgado de Investigación 
Preparatoria Nacional. 
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homosexuales y, en algunos casos, de consumidores de drogas. Si bien 
dichos extremos constituyen la hipótesis del Ministerio Público en el 
presente caso, deberán ser objeto de acreditación probatoria en la etapa 
correspondiente del proceso penal. 

Siendo ello así, este Colegiado advierte que la calificación de los hechos 
como delito continuado han sido amparados en lo dispuesto por el 
artículo 49 del Código Penal, que establece: “Cuando varias violaciones de la misma 

ley penal o una de igual o semejante naturaleza hubieran sido cometidas en el momento de la 
acción o en momentos diversos, con actos ejecutivos de la misma resolución penal, serán 
consideradas como un sólo delito continuado y se sancionarán con la pena correspondiente al más 
grave. Si con dichas violaciones, el agente hubiera perjudicado a una pluralidad de personas, la 
pena será aumentada en un tercio de la máxima prevista para el delito más grave”. 

 
3.3. Por otro lado, además de la calificación de los hechos como delito 

continuado, este Colegiado advierte que, en el requerimiento acusatorio 
presentado por el Ministerio Público mediante el Oficio n.° 291-2025-MP-
FN-2°FSUPRA-DHI(C.F.124-2022) ingresado con registro n.° 6000-2025 de 
fecha 07 de febrero de 2025; también se ha postulado el curso ideal de 
delitos. 

Ello se aprecia en la página n.° 235 del referido requerimiento; en el cual, 
luego del cuadro resumen de las penas solicitadas para cada acusado, se 
consigna expresamente lo siguiente: “En ese sentido, resulta aplicable lo previsto en el 

artículo 48 del Código Penal, vigente al momento del hecho, “Cuando varias disposiciones sean 
aplicables al mismo hecho se reprimirá con la que establezca la pena más grave, por lo expuesto, 
este despacho fiscal considera se impongan a los acusados VICTOR ALFREDO POLAY 
CAMPOS, MARIA LUCERO CUMPA MIRANDA, PETER DAVID PEABODY 
CARDENAS SCHULTE, ALBERTO GALVEZ OLAECHE, LINO HUMBERTO MANRIQUE 
TUYA y SISTERO GARCIA TORRES la pena solicitada por el delito de Terrorismo Agravado, 
prevista en el Decreto Ley N.° 25475 artículo 2° y 3° inciso a) párrafo 1 y 2 por ser la más 
grave…”.  

Acto seguido, el Ministerio Público solicita la imposición de la pena de 
cadena perpetua para cada uno de los acusados. 

Em este escenario, este Colegiado advierte que la imputación fiscal, 
contenida en el requerimiento de acusación y dentro de la cual se ha 
postulado el concurso ideal de delitos entre el homicidio calificado y el 
delito de terrorismo agravado, ha sido objeto de un juicio positivo 
respecto de su validez formal y sustancial, como consecuencia de lo cual 
se ha emitido la resolución 33 de fecha 15 de enero de 2026 dentro del 
expediente n.° 00380-2023-8-5001-JR-PE-02, resolución que contiene el 
auto de enjuiciamiento dictado en contra de VICTOR ALFREDO POLAY 
CAMPOS, MARIA LUCERO CUMPA MIRANDA, PETER DAVID 



 
 
 
 
 
 
 

Página | 15  
 
 
 
 
 
 

QUINTA SALA PENAL  
DE APELACIONES NACIONAL 

 

PEABODY CARDENAS SCHULTE, ALBERTO GALVEZ OLAECHE, 
LINO HUMBERTO MANRIQUE TUYA y SISTERO GARCIA TORRES; en 
el que el juzgado de investigación preparatoria nacional ha identificado la 
solicitud de pena conforme a las reglas contenidas en el artículo 48 del 
Código Penal 13 - concurso ideal de delitos. 

Asimismo, la emisión del auto de enjuiciamiento orienta a este Colegiado 
que el estado actualizado del proceso es la de encontrarse para el inicio de 
juicio oral. 

3.4. En atención a dicho extremo de la acusación, se tiene que, en el presente 
caso, el Ministerio Público ha postulado la existencia de un concurso ideal 
entre los delitos de homicidio calificado y terrorismo agravado. Frente a 
ello, este Colegiado considera necesario tomar en consideración lo 
dispuesto en el tercer párrafo del artículo 80 del Código Penal, referido a 
la prescripción de la acción penal en casos de concurso ideal de delitos, 
cuyo tenor literal señala: “En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben 

cuando haya transcurrido un plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave”. 

Asimismo, este Tribunal ha tomado conocimiento no solo del presente 
incidente, sino también del incidente signado con el Expediente N.° 380-
2023-12, mediante el cual las defensas técnicas de los procesados 
dedujeron excepción de prescripción de la acción penal respecto del delito 
de homicidio calificado (asesinato), el mismo que ha sido declarado 
infundado mediante resolución n.° 27 de fecha 16 de diciembre de 2025 
expedido en el referido expediente. 

En consecuencia, se advierte que, respecto de la acción penal promovida 
por el Ministerio Público, se han planteado dos excepciones de 
prescripción: una vinculada al delito de terrorismo agravado (Expediente 
N.° 380-2023-13) y otra referida al delito de homicidio calificado 
(Expediente N.° 380-2023-12). 

3.5. En ese contexto, se advierte que el A quo ha declarado prescrita la acción 
penal respecto del delito de terrorismo agravado, sin considerar que dicha 
decisión recae sobre el mismo núcleo fáctico respecto del cual también se 
ha promovido acción penal por el delito de homicidio calificado. En 
efecto, se ha declarado prescrita la persecución penal de un hecho respecto 
del cual subsiste una doble calificación jurídico-penal, esto es, como 
homicidio calificado y terrorismo agravado. 

 
13 Página 43 de 139 del auto de enjuiciamiento. 
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A dicho efecto, el Tribunal Constitucional en la sentencia emitida en el 
expediente n.° 02203-2008-HC/TC en su fundamento 5 refiere lo siguiente: 
“…El Código Penal reconoce la prescripción como uno de los supuestos de 
extinción de la acción penal. Es decir, que mediante la prescripción se limita la 
potestad punitiva del Estado, dado que se extingue la posibilidad de investigar un 
hecho criminal y, con él, la responsabilidad del supuesto autor o autores del 
mismo” (subrayado agregado).  

En tal sentido, en el presente caso, declarar prescrita la acción penal por el 
delito de terrorismo agravado - como lo ha resuelto el A quo - , implica 
extinguir la responsabilidad de sus presuntos autores por un hecho, 
respecto del cual, existe una imputación fiscal como delito de homicidio 
calificado que no se ha extinguido. 

3.6. Dicha circunstancia imponía al A quo el deber de efectuar un análisis 
conjunto, sistemático e integral de ambas excepciones deducidas, toda vez 
que la imputación fiscal se sustenta en un supuesto de concurso ideal de 
delitos. En consecuencia, la determinación de la prescripción de la acción 
penal debía realizarse conforme a la regla prevista en el artículo 80 del 
Código Penal, lo que exigía necesariamente una evaluación comparativa 
de ambas imputaciones y, correlativamente un pronunciamiento conjunto 
respecto de las excepciones formuladas. 

No obstante, el juez de primera instancia omitió examinar y validar una 
premisa esencial de la imputación fiscal, consistente en la postulación de 
un concurso ideal entre los delitos de homicidio calificado y terrorismo 
agravado. Tal omisión reviste especial trascendencia, pues su adecuada 
consideración habría determinado la necesidad de resolver de manera 
conjunta las excepciones de prescripción planteadas en ambos incidentes. 
En principio, dicha deficiencia acarrearía la nulidad de la resolución 
venida en grado. 

Sin embargo, de la revisión efectuada en el Sistema Integrado Judicial 
(SIJ), se advierte que el presente proceso ya ha transitado hacia la etapa de 
juzgamiento. Así, en el expediente n.° 000380-2023-8-5001-JR-PE-02 se ha 
emitido el correspondiente auto de enjuiciamiento y la causa se encuentra 
expedita para el inicio del juicio oral. En tal escenario, por aplicación del 
principio de preclusión previsto en el artículo 154, numeral 3, del Código 
Procesal Penal, no resulta jurídicamente posible retrotraer el proceso a 
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etapas ya precluidas, salvo que se verifique una grave afectación al 
derecho de defensa o a derechos fundamentales 14. 

Tal supuesto no se configura en el presente caso, toda vez que la 
excepción de prescripción puede ser deducida incluso en la etapa de juicio 
oral, conforme lo establece el artículo 6, numeral 1, literal “e”, del Código 
Procesal Penal, criterio además ratificado por la Corte Suprema de Justicia 
en el Recurso de Nulidad n.° 42-2003, en cuya página 24 se precisa lo 
siguiente: “...La excepción de prescripción constituye un medio técnico de 
defensa del procesado que puede ser deducido en cualquier estado del proceso e 
incluso resuelto de oficio por el Juez...”.  

3.7. En consecuencia, corresponde señalar que, si bien la resolución venida en 
grado presenta vicios de validez derivados de la omisión del juez de 
primera instancia de examinar una premisa esencial de la imputación 
fiscal —esto es, la configuración de un supuesto de concurso ideal entre 
los delitos de homicidio calificado y terrorismo agravado—, no resulta 
procesalmente viable para este Colegiado declarar su nulidad y disponer 
la emisión de un nuevo pronunciamiento. Ello, en atención a que han 
operado los efectos propios de la preclusión procesal y rige la prohibición 
de retrotraer el proceso a etapas ya superadas. 

Por consiguiente, corresponde revocar la resolución apelada y, 
reformándola, declarar improcedente la excepción de prescripción 
deducida, dejando a salvo el derecho de los excepcionantes para hacer 
valer nuevamente dicho medio técnico de defensa durante el juicio oral, 
de estimarlo pertinente a sus intereses. 

 
IV. DECISIÓN: 

 
Por estos fundamentos los magistrados integrantes de la Quinta Sala Penal de 
Apelaciones Nacional, RESUELVEN: 
 

 
14 Criterio adoptado en la Casación n.° 1590-2018-Arequipa – Fundamento destacado n.° 24 “… Los 

tribunales jurisdiccionales están facultados a declarar la nulidad de los actos procesales, incluso, de 

oficio, sin solicitud de las partes procesales. En tal sentido, es posible retrotraer el proceso penal hasta el 

momento en que se generó el vicio estructural determinante de la ineficacia de los actos posteriores. No 

obstante, dicha facultad debe ponderarse de acuerdo a las circunstancias de cada caso en concreto, 

ponderando principios y situaciones que permitan concluir en un resultado no nulificante, sobre la base 

de una interpretación restrictiva orientada a la conservación de determinadas actuaciones que no 

menoscaben derechos fundamentales”. 
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QUINTA SALA PENAL  
DE APELACIONES NACIONAL 

 

1. DECLARAR INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por la 
Segunda Fiscalía Penal Supraprovincial Especializada en Derechos 
Humanos e Interculturalidad en contra de la resolución n.° 24 de fecha 10 
de diciembre de 2025. 

2. DECLARAR INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por la 
Procuraduría Pública Adjunta Especializada en delitos de Terrorismo en 
contra de la resolución n.° 24 de fecha 10 de diciembre de 2025. 

3. REVOCAR de la resolución n.° 24 de fecha 10 de diciembre de 2025, 
emitida por el juez del Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria 
Nacional, por la que se declara fundada la excepción de prescripción de la 
acción penal por el delito de terrorismo agravado. Y REFORMÁNDOLA 
declarar IMPROCEDENTE la excepción de prescripción de la acción penal 
deducida por la defensa técnica de Víctor Alfredo Polay Campos respecto 
del referido delito. 

4. DISPONER que se registre la presente resolución en el sistema 
correspondiente; notifíquese a las partes procesales y devuélvase el 
cuaderno al juzgado de origen para los fines de ley. 

 
SS. 
QUISPE AUCCA 
FELICES MENDOZA 
ODICIO BUENO 
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